
EixPOSICIÓN DE I'WTIV(lS DEL PROYECTO DE LEY No. 01'0
"POR MEDIO DE LA COAL SE ESTABLECEN REGLAS EN MATERIA DE SOCIEDADES Y SE

ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES"

Honorables Senadores y Representantes:

En nombre del Gobierno Nacional presento a consideración del Honorable Congreso de la República
el Proyecto de Ley "Por modio de la cual se establecen reglas en materia de sociedades y se adoptan
otras disposiciones".

1. OBJETO DE LA LEY

El Derecho Societario colombiano ha obtenido una posición de privilegio en el contexto regional.
Durante las últimas dos décadas el régimen nacional de las compañias ha avanzado de manera
significativa. El primer paso hacia la modernización del sistema se dio con el Proyecto de Ley 119 de
1993 a partir del cual se expidió la Ley 222 de 1995. En este estatuto se incorporaron instituciones
relevantes para el funcionamiento de las sociedades, tales como la escisión, el derecho de retiro, los
grupos empresariales y los acuerdos de sindicación de acciones. Así mismo, se introdujo la figura de
la empresa unipersonal de responsabilidad limitada, la cual facilitó la incorporación de conceptos
novedosos tales como la "unipersonalidad', el objeto indeterminado, el término indefinido de duración
y la desestimación de la personalidad jurídica. El carácter innovador de la Ley 222 tuvo un efecto
paradigmático en el Derecho Mercantil colombiano, al introducir conceptos desconocidos hasta
entonces, que han tenido importantes desarrollos en la práctica empresarial colombiana.

La Ley 222 representó la piedra angular para las futuras reformas del Derecho de Sociedades en el
país. De ahí que el principio introducido en el artículo 22 de la Ley 1014 de 2006, en vírtud del cual se
extendieron los beneficios de la empresa unipersonal de responsabilidad limitada a sociedades de
pequeñas dimensiones, constítuyó una evolución natural construída sobre los cimientos sentados en
la legislación de 1995.

De otra parte, la Sociedad por Acciones Simplificada ha constituido uno de los más exitosos modelos
asociativos en la historia legislativa reciente de América Latina. La SAS es una persona jurídica de
naturaleza comercial con características híbridas, pues en ella se conjugan las facetas propias de las
sociedades de capital y las de las compañías personalistas. Se trata de una forma asociativa
especialmente idónea para compañías "cerradas", debído a la amplia libertad contractuil[ que sa suma
'3 la limítación de respo~sabilidad y ¡:¡ la ~imrlicidad de los requísitos para su constitución. El
e>perimento de la SAS se benefició enormemente del Derecho Comparado de Sociedades. En su
conf:guración se tuvo en cuenta, además de la ley francesa sobre sociedades por acciones
simplificadas de 1994 (con sus sucesivas reformas), las leyes de sociedades limitadas (Umited Liability
Companieso) LLe) de varios Estados americanos (Wyoming, Delaware, etc), así como los desarrollos
de In sociedad de personas con responsabilidad limitada (Limited Liability Par!nership o LLP) existente
en el Reíno Unido.
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La Ley de la SAS permite que estas modalidades asociativas se constituyan por uno o varios
accionistas, pueden tener objeto social indeterminado y término indefinido de duracié~: Se crean por
documento privado, fisico o electrónico, inscrito en la Cámara de Comercio. Su estructura orgánica es
muy, leve, de manera que estas sociedades pueden operar con un solo funcionario, denominado
representante legal. " '

La regulación sobre la SAS representó una ruptura definitiva con las orientaciones tradicionales del
régimen societario y, de manera más general, del Derech0 Privado. Tal vez por esa razón no gozó de
acogida entlisiasta en varios sectores académicos. En verdad, fueron los empresarios E! inversionistas
quienes se 'encargaron de otorgarle el sitial de honor que hoy ocupa en el ámbito del Derecho
Latinoamericano.

Los bajos costos de constitución, sumados al beneficio de limitación de responsabilidad han dado
lugar a que el número de empresarios que se han formalizado haya sido hasta ahora muy significativo.
En los primeros seis años de vigencia de la Ley 1258, se constituyeron más de 300.000 sociedades
de este tipo en Colombia. Hoy, el noventa y cinco por ciento de las nuevas sociedades que se inscriben
ante el registro son de este tipo.

Aparte de los reveladores desarrollos a que se acaba de hacer alusión, en el año 2010 el régimen
colombiano experimentó un avance adicional con la expedición de la Ley 1429 sobre formalización y
creación de empleo, en virtud de la cual se incorporó un novedoso sistema de liquidación simplificada
de sociedades y se establecieron reglas en materia de reactivación de sociedades y sucursales en
estado de liquidación.

Una demostración elocuente de la posición que ocupa el Derecho de Sociedades colombiano está
dada por el interés internacional en nuestros desarrollos legislativos. Los avances obtenidos a partir
de la Ley 1258 de 2008, que introdujo la Sociedad por Acciones Simplificada, han suscitado la
curiosidad de organismos internacionales tales como la Organización de Estados Americanos y la
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (más conocida como
UNCITRAL, por su sigla en inglés).

Por una parte, luego de las deliberaciones cumplidas en los períodos de sesiones de 2011 y 2012, el
Comité Juridico de la Organización de Estados Americanos le recomendó a la asamblea general de
este organismo la adopción de una ley modelo sobre sociedades por acciones simplificadas con
referencia particular a la ley adoptada por el Congreso de la República de Colombia en diciembre de
2008. En presentación efectuada por el Profesor Davíd Stewart ante el Comité Jurídico de la OEA, se
señaló que la ley colombiana sobre sociedades por acciones simplificadas (SAS), expedida en 2008,
constituye el primero y más exitoso esfuerzo regulatorio en América Latina para corregir la ausencia
de una estructura normativa moderna en materia de sociedades. Para el efecto, la norma colombíana
solo exige aquellas formalidades que tengan efectos funcionales que resulten benéficos para el
mercado.

De otro lado, luego de la realización de un simposio sobre la SAS, en el año 2014, la CNUDMI
constituyó un grupo de trabajo para analizar la "constitución simplificada de sociedades". Es pertinente
señalar que esta iniciativa, que obtuvo el voto unánime de los paises miembros de la Comisión, fue
promovida por la Delegación colombiana y tuvo como origen la puesta en marcha de nuestra
legislación nacional en materia de sociedades por acciones simplificadas. El hecho de que el
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organismo que tiene la mayor importancia en el Derecho Comercial en todo el mundo h'Jbiera puesto
sus ojos en lo.sdesarrollos juridicos colombianos, denota con claridad la relevancia internacional que
ha adi¡uirido el fenómeno de la SAS. Tanto la iniciativa de la OEA como la de la ONU demuestran el
valor y la importancia de la legislación societaria colombiana contemporánea y su relevancia .en el
contexto comparado.

El desmrollo normativo a que se ha hecho breve referencia es diciente respecto del carácter progresivo
de las'reformas introducidas al [Jerecho Societario colombiano en las últimas dos décadas. A la luz de
lo expuesto es evidente también que las modificaciones aludidas han representado un avance
demostrativo de la coherencia de las leyes expedidas en el pais en relación con las. sociedades.
Ciertamente, los esfuerzos normativos han mantenido una misma orientación hacia la flexibilizilción
de las reglas que gobiernan esta disciplina. En la actualidad, puede afirmarse que la estructura del
régimen de sociedades en Colombia es, en general, compatible con buena parte de los sistemas
juridicos más avanzados sobre la materia.

Debido al dinamismo vertiginoso de las reglas juridicas societarias se justifica un esfuerzo constante
de actualización normativa en virtud del cual puedan incorporarse los últimos avances apreciables en
el Derecho Comparado. Algunos de los sistemas más progresistas mantienen comités permanentes
de reforma a la legislación de sociedades, de manera tal que puedan incorporarse los últimos avances
y atenderse a las necesidades más apremiantes de los empresarios.

Es por lo anterior por lo que se justifica, de manera especial, continuar los esfuerzos de actualización
de la infraestructura normativa con el fin de ofrecerles a los empresarios las condiciones más
adecuadas para la inversión. En esta medida el proyecto de reforma que hoy se propone pretende
poner al dia algunos aspectos en los que se justifica un aggiornamento de la ley colombiana de
sociedades.

1. Orientación general del proyecto

Según lo que acaba de indicarse, en el proyecto se mantiene la orientación progresista de las normas
reseñadas y se propone continuar el proceso de flexibilización y modernización del régimen societario.
De ahí que se procure incorporar al régimen nacional algunas de las más novedosas disposiciones
previstas en las legislaciones contemporáneas. La filosofía que subyace a esta propuesta, al igual que
en los proyectos de reforma normativa que le han antecedido, no es otra que la de suministrarles a los
empresarios nacionales las herramientas jurídicas más avanzadas para acometer toda clase de
emprendimientos, en particular, en el contexto de las sociedades cerradas, vale decir, aquellas cuyas
participaciones de capital no se negocien en bolsas de valores. .

Por lo demás el proyecto parte, en general, de la premísa según la cual, debe dársele prevalencia al
postulado de la autonomia contractual, de manera tal que muchas de las normas propuestas tienen
un carácter esencialmente supletorio de la voluntad de las partes. De esta forma, los inversionistas
podrán beneficiarse de múltiples ventajas normativas sin que ello represente una imposición
legislativa. Esta modalidad de regulación corresponde a la orientación más progresista, en virtud de la
cual se permite la incorporación estatutaria (opt in) de reglas dispositivas o su exclusión del contrato
social (opt out), conforme a las r,ecesidades e intereses de las partes.
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Ahora bien, el proyecto mantiene plena coherencia con la terminología presente en el lenguaje en que
se ha expresado el Derecho Societario colombiano durante las últimas cuatro décadas. Desde la
expedición del Código de Comercio se ha construido un extenso acervo doctrinario a partir del ~ual se
han interpretado los vocablos y expresiones contenidas en el Libro Segundo de ese estatuto, aSI como
en las leyes complementarias que se han proferido desde su expedición. La coherencia semántica es
de la mayor relevancia en el propósito de facilitar la comprensión de las normas y evitar ambigüedades
que podrían presentarse en caso de acoger una terminología diferente. Desde luego que en la
iniciativa se incorporan también algunos conceptos jurídicos nuevos, acompañados de definiciones

. fácilmente inteligibles. De esta forma, se aprovecha la difusión con que cuenta el régimen societario
local:

En esta iniciativa se aprovecha también el considerable auge de la Delegatura para Procedimientos
: Mercantiles de la Superintendencia de Sociedades. A partir de la Ley SAS se reforzaron las facultades
de resolución de conflictos societarios en cabeza de la Superintendencia, de manera tal que en la
actualidad los principales litigios sobre la materia se cumplen ante esa entidad. Nunca antes en la
historia del Derecho de Sociedades nacional, se habla presenciado una actividad jurisdiccional tan
prolija sobre la materia no solo en términos del número de sentencias emitidas, sino también en la
variedad temática que en ellas se abarca. Materias tan disimiles y relevantes como el régimen de
conflictos de interés, capitalizaciones abusivas y retención injustificada de utilidades y exclusión de
accionistas, entre otros aspectos del Derecho de Sociedades, han sido tratados con rigor y celeridad
por la corte. Estos precedentes judiciales, además de fijar el sentido en que avanzan las normas
aplicables, demuestran el avance colosal de nuestro sistema jurídico. La evolución de la jurisprudencia
societaria lograda en apenas unos pocos años ha facilitado la inclusión en el ámbito del Derecho
nacional de las más avanzadas posturas sobre la materia.

Tradicionalmente, la atribución de facultades jurisdiccionales a entidades de la Rama Ejecutiva
nacional ha causado cierta perplejidad en los más ortodoxos observadores del sistema jurídico. Sus
preocupaciones, válidas desde una perspectiva estrictamente teórica, han resultado infundadas en la
práctica de la Superintendencia de Sociedades. La imparcialidad, celeridad y calidad técnica que
puede apreciarse en todo el proceso jurisdiccional que se cumple en esta entidad permiten desvirtuar
los temores que en alguna época se suscitaron ante la actuación del novedoso tribunal de conflictos
empresariales. Por lo demás, en las sentencias proferidas por la Delegatura de Procedimientos
Mercantiles se percibe un paulatino alejamiento de los métodos tradicionales del Derecho Civil, en
favor de una visión contemporánea ~ comparada del régimen de las compañlas.

La existencia de un "juez" sofisticado y eficiente para dirimir controversias societarias permite
abandonar la concepción jurídica tradicional de reglas imperativas llamadas a operar "ex ante" y
reemplazarla por la más moderna y adecuada de los estándares o principios generales de aplicación
"ex post". Esta orientación permite suprimír prohibiciones generales, restricciones e innecesarios'
limites a la autonomia contractual, debido a q'ue su presencia en el sistema puede ser ineficiente y dar
lugar a notorios costos de transacción. Como alternativa se propone la existencia de principios de,
conducta, cuya inobservancia puede originar procesos judiciales en los que se debata la actuación de:
las partes a la luz de tales estándares.

4



De ahí qu~en el proyecto se incorporan varios principios generales que hanide ser observados, entre
OtlOS, por: los administradores sociales. La actuación que contraríe tales principios pone a los
responsables bajo el escrutinio de la Delegatura para Procedimientos Mercantiles y puede dar lugar a
cOl1secuer.'cias adversas para el infractor.

11. Er.tructura del proyecto de ley

Mediante este proyecto no se pretende efectuar una reforma integral al régimen de las so.ciedades.
Seitrata tan solo de modificar aquellas normas que requieren de una actualización por razones de
obsolescencia o aquellas respecto de las cuales se justifica un cambio de enfoque, por haberse
demostrado su inoperancia durante su vigencia. Según lo ya señalado, la iniciativa se orienta a
mantener un esfuerzo continuado de revisión de las normas mercantiles que gobiernan la constitución
y el funcionamiento de las compañias.

El proyecto consta de los siguientes ocho capítulos:
1. Extensión de algunas de las reglas previstas en la Ley 1258 de 2008 a los tipos

de sociedad regulados en el Código de Comercio.
2. Reformas a la sociedad por acciones simplificada.
3. Responsabilidad de administradores.
4. Acciones para impetrar la responsabilidad de los administradores.
5. Registro mercantil de las sociedades.
6. Reformas a las facultades de la superintendencia de sociedades.
7. Procedimiento administrativo sancionatorio de la superintendencia de

sociedades.
8. Opresión de asociados minoritarios.

111. Contenido del proyecto

El énfasis del proyecto está en la flexibilización de las reglas relativas a la formación y funcionamiento
de las sociedades de tipo tradicional yen el reemplazo integral de las normas sobre responsabilidad
de administradores previstas en la Ley 222 de 1995. Como se analizará en detalle, más adelante, esta
última propuesta obedece a la verificación empirica sobre las falencias del sistema juridico vigente en
varios aspectos tales como la regulación del deber de cuidado, los conflictos de interés y las acciones
sociales de responsabilidad. Aparte de estos aspectos generales de gran trascendencia para el
adecuado funcionamiento del régimen societario, el proyecto incluye también algunas modificaciones
a aspectos de naturaleza más especifica tales como el ámbito de facultades de la Superintendencia
de Sociedades y el registro mercantil de las compañías.

1. Capítulo primero. Extensión de algunas de las reglas previstas en la Ley 1258 de
2008 a los tipos de sociedad regulados en el Código de Comercio

Las estadísticas disponibles sobre la Sociedad por Acciones Simplificada son elocuentes sobre su
éxito en todos los ámbitos de la actividad empresarial. En un lapso que supera las cuatro décadas no
existen antecedentes empíricos que permitan evaluar un impacto semejante al acaecido a partir de la
creación de la SAS. En la actualidad su prevalencia es indiscutible frente a los demás tipos de sociedad
existentes en la legislación colombiana. Esta realidad incontrastable ha dado lugar a una situación
previsible, pero no del todo deseable, como es el progresivo marchitamiento de los tipos de compañía
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previstos en el Libro Segundo del Código de Comercio. Los datos suministrados parla Confederación
de Cámaras de. Comercio demuestran que durante los últimos. tres años las formas asociativas
tradicionales no llegan siquiera al cinco por ciento de las compañias que se inscriben meilsualmente
en el Registro Mercantil. Esta circunstancia podria representar en el largo plazo la desaparición de los
tipos de; sociedad regulados en el Código o, en el mejor de los casos, su reducción a cifras
. infinitesimales.

y aunque las caracteristicas tipológicas de la SAS son, en general; adecuadas para suplir las
. necesidaaes de toda clase de empresarios, lo cierto es que la existencia de una multiplicidad de formas
asociativas disponibles para los empresarios siempre será preferible. Basta aplicar la conocida
máxima de la Economia según la cual, los consumidores prefieren una mayor oferta de bienes y
servicios. Por ello es por lo que un menú amplio de tipos de sociedad tiene utilidad significativa en la
medida en que cada uno de ellos ostente facetas especificas que correspondan a finalidades
predefinidas, según la modalidad de emprendimiento que se pretenda acometer. Es por ello por lo que
carecerla de interés y finalidad una reforma en la que se extendieran de modo automático todas las
facetas de la sociedad por acciones simplificada. Una determinación de esta naturaleza no tendria
más efecto que el de privar a los empresarios de las especificidades regulatorias de cada forma
asociativa y la eliminación del carácter multifuncional de los tipos previstos en el Código de Comercio.

Una de las caracteristicas más importante de la SAS es la amplisima libertad contractual propia de
este nuevo tipo. En un sistema jurídico caracterizado por la reverencia apenas retórica al postulado
de la autonomía de la voluntad privada, ha sido una fortuna que este tipo de sociedad escape al rezago
ancestral del Derecho Privado iocal. En verdad, es el talante dispositivo de la regulación lo que
individualiza a la SAS. La mayoría de las normas legales que la rigen cumple un papel supletorio de
la voluntad de las partes. Así, su aplicación solo ocurre en aquellos casos en que los accionistas no
hayan empleado recursos adicíonales para la negociación detallada de las cláusulas estatutarias o de
los acuerdos de sindicación de acciones. Esta flexibilidad de estipulación contractual está orientada
también a facilitar la resolución de conflictos intrasocietarios. Aun aceptando la teoría del "contrato
societario incompleto", resulta evidente que la libertad de estipulación permite determinar ex ante
reglas de juego claras que contribuyan a armonizar, en la medida de lo posible, los intereses disímiles
y hasta contradictorios de los accionistas.

De ahí que el riesgo de transplantar los beneficios de la SAS a las modalidades de sociedad
contenidas en el Libro Segundo del Estatuto Mercantil puede ser de gran entidad si no se tiene el
cuidado de regular en detalle las salvaguardias requeridas para evitar la opresión de asociados
minoritarios, cuyas condiciones de asociación se dieron al amparo de las reglas contenidas en el
Código. Asi, por ejemplo, la supresión de pluralidades, la admisión de voto múltiple y la posibilidad de
incluir causales de retiro, introducidas por la regulación de la SAS, podrian dar lugar a desequilibrios
entre los socios de una compañía de responsabilidad limitada si no se exige la unanimidad para su
adopción en este tipo de sociedad.

Las razones expuestas justifican la regulación detallada que aparece en los articulas 10 a 70 del
proyecto. En ellos se regulan, en esencia, tres modalidades diferentes para la adopción de las reglas
previstas para la sociedad por acciones simplificada. En primer lugar, se establece un mecanismo de
adopción automática, vale decir, que opera por ministerio de la ley y de forma inmediata, respecto de
ciertas previsiones normativas contenidas en la Ley 1258 de 2008. Para el efecto, se incorporan, a su
vez, al sistema de las formas asociativas tradicionales dos clases de reglas. En primer término,
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. aquellas' que se relacionan con la simplificación en los trámites de constitucié.n y reformas de los
estatutos. En segundo lugar, se extienden las reglas que prevén protecciones jurídicas a los

. accionisl.as y terceros. Se considera que ni unas ni otras d¡\n lugar a dificultades d'l cualquier
..naturale:~a respecto de las condiciones de asociación adoptadas ex ante por los asociado:; .

. Dentro ele las reglas que reducen costos de transacción se incluyen, entre alias, las relativas a la
, constitución de la sociedad por instrumento privado, la posibilidad de efectuar reformas Hstatutarias
. sin nece.sidad de escritura pública y la inclusíón dentro del repertorio de operaciones de restructuración
.' de la fusión abreviada. En relación con las protecciones que se les extienden a los asociados y terceros

de los tipos de sociedad previstos en el Código de Comercio se incluyen las relativas al abuso del
derecho, la desestimación de la personalidad jurídica de la sociedad y la ineficacia de las
negociaciones o transferencias de acciones efectuadas en contravención a las restricciones
estatutarias.

Un segundo grupo de normas que se propone extender se refiere a aspectos de la SAS, cuyo
transplante a las formas asociativas tradicionales puede implicar ciertas variaciones sustanciales
respecto de las condiciones previstas ab initio en el contrato social. Se trata, en este caso, de normas
relativas al establecimiento de término indefinido de duración, objeto indeterminado, la posibilidad de
prescindir de miembros suplentes en la junta directiva de la sociedad o de establecer condiciones para
la suscripción y pago del capital en condiciones, proporciones y plazos distintos de los contemplados
en el Código de Comercio para las sociedades anónimas. En este caso la extensión del sistema propio
de la SAS requiere reforma estatutaria aprobada con la mayoría prevista en los estatutos o en su
defecto en la ley para las modificaciones del contrato social.

El tercero y último grupo de normas, cuya aplicación se propone transplantar a los tipos de sociedad
previstos en el Código de Comercio, alude a reglas que implican alteraciones de fondo en las
condiciones primigenias de asociación. Por ello, su adopción en formas asociativas tradicionales ya
existentes se sujeta en el proyecto a la determinación unánime de la totalidad de los asociados titulares
del capital social. Solo de esta forma puede garantizarse que la adopción de estas reglas de la SAS
en sociedades previamente constituidas no será utilizada como un expediente para la opresión de las
minorías. Un solo ejemplo es suficiente para poner de presente el riesgo de abuso a que podría dar
lugar la extensión de ciertas cláusulas de la sociedad simplificada a otras compañias. Basta considerar
el caso de una sociedad de responsabílidad limitada con dos socios titulares respectivamente del 55
y 45 por ciento. Conforme a las reglas de la limitada cualquier determinación en la junta de socios
requiere, además de la mayoría, de la expresión de una pluralidad en el momento en que la decisión
se adopte. En este escenario hipotético, es evidente que el socio minoritario está protegido por un
implícito derecho de veto que deriva de la imposibilidad de que se adopten decisiones unipersonales.
Por ello el titular del 55%, a pesar de ser mayoritario, requiere siempre del consenso del otro socio
para poder adoptar cualquier determina,~ión. Se puede estar en desacuerdo con este régimen legal
por considerar que desconoce los derechos inherentes a la.mayoria, pero no puede ignorarse que su
supresión ex post, debe contar siempre con el benepl~cito del minoritario debido a que este,
probablemente, se basó en la protección que surge de la exigencia de pluralidad para celebrar el
contrato que dio origen a la sociedad de responsabilidad limitada.
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Dentro de los asuntos regulados en la Ley 1258 que pueden extenderse por unanimidad se cuentan
la realización de reuniones del máximo órgano sociúl por fuera delllJgar del domicilio principal de la
sociedad, la posibilidad de establecer términos abreviados para la convocatoria de la asamblea, la
mencionada supresión de pluralidades para la configuración del quórum o las mayorias decisorias,
etc.

I Conforme a la tendencia acogida por otras legislaciones se propone excluir de la extensión de
beneficios de la SAS a las sociedades sometidas a la'vigilancia de la Superintendencia Financiera, El
raciocinio en este caso parte del concepto según el eualla Sociedad por Acciones Simplificadas, en
razón de su gran flexibilidad, no puede acceder a los mecanismos bursátiles previstos en las leyes de
valores. Este precepto sigue de cerca la orientación contemplada en la ley francesa sobre la SAS, en
la cual está vedada la posibilidad de acceder a los recursos provenientes del ahorro privado
(appe/afion publique a I'épargne).

2. Capítulo segundo. Reformas a la sociedad por acciones simplificada

Según lo afirmado antes, la SAS constituye una de las mayores innovaciones del Derecho Societario
colombiano de los últimos años. El carácter dispositivo de la mayoria de sus disposiciones ha permitido
su rápida difusión y significativa popularidad entre los empresarios. A pesar de haberse expedido hace
poco tiempo la Ley 1258, es necesario actualizar permanentemente sus preceptos, de manera que
esta forma asociativa pueda mantener su talante vanguardista. Por ello, se propone continuar el
proceso de flexibiliza ción de las reglas que la rigen conforme a las orientaciones más modernas.

Para el efecto, se han tomado como modelo las normas contenidas en la ley francesa de
modernización de la economia en las cuales se adoptaron medidas importantes respecto de aquellas
sociedades por acciones simplificadas unipersonales en las que una persona natural sea el único
accionista y ocupe, asi mismo, el cargo de representante legal de la sociedad. Con base en estas
disposiciones se propone para la SAS colombiana que, cuando se dé el mismo presupuesto fáctico
indicado, deje de ser obligatoria la realización de reuniones ordinarias de la Asamblea General de
Accionistas. Asi mismo, se propone obviar la obligatoriedad del revisor fiscal y la preparación del
denominado informe de gestión conforme al articulo 45 de la Ley 222 de 1995.

Claro que estas normas no implican, en forma alguna, que deje de ser obligatoria la preparación de
estados financieros de fin de ejercicio o la necesidad de mantener libros de contabilidad conforme a
lo previsto en las normas legales vigentes.

De igual forma se plantea la posibilidad de permitir que el tipo.de la sociedad por acciones simplificada
pueda ser adoptado para acometer cualquier actividad de explotación económica, con excepción de
aquellas para las cuales se requiera autorización previa de la Superintendencia Financiera o de las
sociedades cuyas acciones u otros títulos por el/as emitidos estén inscritos en el Registro Nacional de
Valores y Emisores.

Por último, se propone un registro automático de la situación de control en el caso de sociedades por
acciones simplificadas de naturaleza unipersonal en aquellos casos en que el único accionista sea
una persona natural. Esta propuesta guarda relación con lo previsto en las normas contenidas en la
Ley 222 de 1995 en materia de matrices, filiales y subsiaiarias, al facilitar la finalidad de publicidad
mercantil que se pretende con el registro de la entidad conlrolante.
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3. Capítulo tercero. Responsabilidad de ¡¡dmini~tradorf.s

La propuesta de reforma al régimen de los administradores sociales plevista en el proyecto
corresponde a un proceso de critica sobre las normas que sobre el particular consagra la Ley 222 de
1995. Mediante esta norma se intentó consagrar un estatuto de los administradores, estructurado en
forma más o menos sistemática que apuntó hacia una mayor especialización de las atribuciones,
responsabilidades y sanciones a que "quedan. sometidas las personas que pertenecen a esta
categoría. La estructura legal diseñada hace 20 años comprende una definición de los sujetos de la
regulación, los principios generales de conducta a que' deben someterse, los deberes legales
especificas que se derivan del cargo, las responsabilidades por los perjuicios que se originen en sus
actuaciones y las acciones judiciales, individuales o sociales de que disponen los perjudicados por
dichos actos. .

Aunque esta norma representó un notable avance en relación con el régimen previsto en el Código de
Comercio de 1971 (en el que existia sobre el particular únicamente el articulo 200), lo cierto es que su
aplicación práctica, se alejó significativamente de las expectativas iniciales. En las últimas dos décadas
han sido muy escasos los pronunciamientos judiciales relacionados con el régimen de responsabilidad
de los administradores. Una de las razones que explican la escasa aplicación de los preceptos
contenidos en la Ley 222 está relacionada con la falta de claridad de ciertos conceptos allí contenidos,
tales como el del buen hombre de negocios. La falta de definición sobre el particular y el antagonismo
de estas normas con las previstas en las reglas tradicionales de responsabilidad contenidas en el
Código Civil del siglo XIX, causaron cierta confusión en los intérpretes y facilitaron la evasión del
régimen de los administradores.

Es por ello por lo que se propone una derogatoria expresa de las disposiciones contenidas en la Ley
222 de 1995 en materia de administradores, para sustituirlas por un nuevo régimen en el que se
acogen las tendencias más recientes sobre la materia y se clarifican algunos conceptos cuya
ambigüedad ha contribuido a la inoperancia del régimen vigente.

La propuesta de reforma a la responsabilidad de los administradores se fundamenta en los siguientes
cuatro presupuestos: 1. La introducción del principio de deferencia al criterio empresarial. 2. Una nueva
forma de definir y aplicar el deber de cuidado. 3 El fortalecimiento del deber de lealtad y 4. La aplicación
del postulado de la autonomía contractual en la regulación prívada de la responsabilidad de los
administradores.

i. Introducción del príncipio de deferencia al criterío empresarial

Se propone introducir el principio de la deferencia al criterio empresarial oara reemplazar el patrón de
conducta del buen hombre de negocios previsto en la Ley 222. La modificación obedece al escaso
desarrollo doctrinario y jurisprudencial que este último concepto ha tenido durante las últimas dos
décadas. Podria afirmarse que su implantación en el régimen juridico societario no ha sido del todo
fructífero. De ahí que convenga una redefinición del contexto en que ha de cumplirse la actuación de
los administradores bajo las pautas más modernas. Por ello se propone un trasplante jurídico de la
regla del buen juicio de los negocios, de aSGendencia anglosajona. Esta regla de conducta se basa en
la concepción que ve en la labor de los administradores socia'es una función rigurosamente
económica, consístente en la asunción razonada de riesgos que puede conducir a la innovación
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empresarial y a la creación de riqueza. p,¡r ello, la regla implica que los jueces no han de inmiscuirse
en las decisiones de negocios adoptadas por los administradores, siempre y cuando que en ellas no
medie conflicto de interés o ilegalidad. Se¡trata de. una especie de presunción de hecho, según la cuai,
se considera adecuada la conducta del administrador por las decisiones relacionadas con los negocios
sociales, a menos que estén presentes las situaciones irregulares aludidas.

Con base en esta orientación se establece en el proyecto que los jueces respetarán el criterio adoptado
por los administradores en la toma de las decisiones relacionadas cón el ejercicio de su cargo, siempre
y cuando que tales determinaciones correspondan a un juicio razonable y suficientemente informado.
Por lo tanto, a menos que se compruebe la mala fe o la violación de la ley o del deber de lealtad, los
administradores no serán responsables por los' perjuicios que se originen en sus decisiones de
negocios.

En regimenes juridicos de tradición romano-germánica como el nuestro, la aplicación de esta regla se
ha enfrentado a dificultades procedentes del rigor conceptual del derecho civil. Para la doctrina local
no ha resultado fácil justificar una indemnidad de responsabilidad de los administradores sociales en
hipótesis en las que su conducta podría clasificarse como culposa.

ii. Nueva definición del deber de cuidado

Por las razones que se han expuesto en el proyecto se propone no aplicarles a los administradores el
régimen juridico previsto en el articulo 63 del Código Civil, relativo a la clasificación de las culpas.
Debido a la exclusión de esta norma se redefine el deber de cuidado para diferenciarlo del concepto
civilista de culpa. En el proyecto se afirma, en efecto, que el administrador deberá cumplir sus
funciones con la diligencia que una persona prudente juzgaria razonable a la luz de ias circunstancias
propias de cada decisión. Se trata, pues, de un patrón de conducta novedoso y desprovisto de las
complejidades inherentes a la graduación de las culpas.

También con fundamento en normas de derecho extranjero, se prevé en el proyecto el principio según
el cual, ios administradores no se hacen responsables cuando las determinaciones adoptadas
hubieren sido adoptadas de buena fe, con fundamento en recomendaciones proferidas por comités de
reconocida idoneidad técnica e independencia, elegidos por la junta directiva o la asamblea general
de accionistas o la junta de socios. La norma propuesta establece, sin embargo, que la exoneración
de responsabilidad de los administradores no será procedente cuando se compruebe la mala fe o la
violación de la ley o del deber de lealtad, aunque se hubiere obtenido la recomendación de alguno de
los mencionados comités.

iii. Fortalecimiento del deber de lealtad

De otra parte, se pretende fortalecer el deber de lealtad,.cuya inobservancia puede convertirse en uno
de los principales problemas en el contexto del denominado gobierno corporativo y la protección de
los accionistas minoritarios. Por ello es por lo que en el proyecto de ley se establece la obligación de
guardar y proteger la reserva comercial e industrial de la sociedad, abstenerse de utilizar
indebidamente información privilegiada, dar un trato equitativo a todos los asociados, abstenerse de
participar en actos o negocios respecto de los cuales exista un conflicto de interés y abstenerse de
participar en actos o negocios que impliquen competencia con la sociedad y de tomar para si
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oportunidades de negocios que le cormspondan a ella: salvo ql1e se obtengan las autorizaciones
correspondiente. ~.;

La escasa eficacia de las prohibiciones relativas a los conflictos da interés puede representar, en no
pocas ocasiones, la desviación de beneficios privados inherentes al control. El régimen previsto en la
Ley 222 constituyó un avance significativo en esta matNia. Sin embargo, la falta de precisión sobre
las conductas que originan el conflicto, su tratamiento y sanciones impidieron una aplicación efectiva
de las relevantes restricciones previstas en el 'numeral 7 del artículo 23 de esa norma. Aunque el
decreto reglamentario 1925 de 2009 intentó corregir la falta de especificidad de la disposición legal
citada, sus preceptos resultaron ínsuficientes ante prácticas extendidas en esta materia.

En particular, hizo carrera la práctica conocida en la terminología comparada como baek seratching,
consistente en que el director cuya situación conflictiva se debate, se abstiene de votar para que sus
colegas adopten la determinación afectada por el conflicto. Esta práctica ilegal ha constituido una burla
al sistema previsto en la Ley 222 de 1995, pues por medio de ella se elude el trámite obligatorio de
autorización por parte de la asamblea general de accionistas.

Como ya se indicó, la inoperancia de estas disposiciones puede ser muy nociva para el sistema,
debido a la índefensión en que quedan los accionistas minoritarios, Aunque la norma propuesta parte
de una prohibición para que un administrador celebre operaciones en las que exista conflicto de
interés, excepcionalmente se permite su celebración cuando se cumpla el procedimiento previsto en
el proyecto. Quiere esto decir que las operaciones conflictivas o de competen cía con la sociedad no
son necesariamente perjudiciales para ella. En efecto, bajo ciertas circunstancias, determinado
negocio celebrado con algún administrador de la sociedad puede resultar útil para ambas partes.

Para regular este asunto se propone en primer lugar una definición del conflicto de interés, seguida de
una clasificación de los individuos vinculadas respecto de las cuales puede predicarse el concepto de
ínterpósita persona. De esta forma se pretende alcanzar un grado suficiente de claridad tanto para la
identificación plena de las situaciones conflictivas que se sujetan al régimen especial de autorización,
como de las personas a favor de quienes podría estar actuando el admínistrador incurso en el conflicto
de interés.

La norma propuesta contempla también un sistema con tres niveles de autorización, de los cuales
derivan consecuencias jurídicas diferenciadas. En el primer grado se trata de una autorización plena
en la cual la asamblea general de accionistas, una vez conocida la situación de conflicto de interés,
aprueba por mayoría absoluta de accionistas desínteresados la celebración del negocío jurídico
concerniente. Como puede apreciarse, en este caso, además de la obtención de la mayoría, se
requiere también que quienes la configuran carezcan de cualquier interés en el negocío jurídico. Como
es apenas obvio, si se obtiene esta modalidad de autorización, tanto el administrador incurso en el
conflicto, como el negocio jurídico, son plenamente válidos y quedan exentos de censura. .

En el segundo grado de autorización, se trata de situaciones en las que se ha obtenido la mayoría
absoluta de los votos presentes expresada en la asamblea general de accionistas, pero dentro de la
mayoría índicada se contemplan votos provenientes de personas que tienen algún interés en la
operación. La regulación propuesta prevé para este caso la validez del negocio jurídico, pero no la
exoneración de responsabilidad del administrador incurso en conflicto de interés, en caso de causarse
perjuicios a la sociedad, los asociados o terceros. Como se puede aprecim, en este caso la
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autorización obtenida tiene un carácter parcial, es decir que no es suficiente para obviar problemas de
responsabilidad que puedan endilgársele al administrador. En efecto, la participación de personas
interesadas en la conformación de la mayoria decisoria impide la exoneración que se lograría bajo el
régimen de autorización plena a que se aludió anteriormente. Sin embargo, el pronunciamiento de la
asamblea general de accionistas, aunque incompleto por las razones señaladas, se considera
suficiente para obviar la nulidad del negocio jurídico concerniente.

Por último, se propone un tercer régimen para el tratamiento de las sanciones a conductas que
impliquen conflictos de interés. Se trata de sítuaciones en las que el acto conflictivo se ha celebrado
sin cumplir ningún procedimiento de autorización. En este caso, como es apenas natural, el proyecto
prevé tanto la responsabilidad del administrador incurso en el conflicto de interés, como la nulidad
absoluta del negocio jurídico celebrado sin la observancia del trámite indicado.

Para evitar que el sistema sea objeto de elusión, la norma propuesta prevé que la mera ausencia en
las deliberaciones de un órgano colegiado o el abstenerse de votar no exonerará al administrador de
darle cumplimiento al trámite previsto en el proyecto. Con ello se intenta evitar la ya referida práctica
de autorizaciones cruzadas entre miembros de las juntas directivas. .

El capitulo de responsabilidad de los administradores se complementa con una regulación adicional
en materia de conflictos de interés en el contexto de los grupos empresariales. Con fundamento en
legislaciones extranjeras y, en particular, con base en algunos de los preceptos de la ley alemana de
sociedades por acciones, se propone un sistema en el que es viable la celebración de operaciones
entre compañías pertenecientes a grupos empresariales, aunque tales operaciones puedan configurar
conflictos de interés. En el régimen propuesto se exige, además, que se cumplan las siguientes
condiciones: 1. Que la operación realizada esté dentro del giro ordinario de los negocios de la
sociedad. 2. Que se celebre a título oneroso. 3. Que no dé lugar a un desequilibrio financiero en las
relaciones crediticias entre las sociedades participantes en la operación, como en aquellos casos en
que el monto de los préstamos representa la mayoria de los pasivos de la sociedad mutuaria y 4. Que
no ponga en riesgo la capacidad de la sociedad para cumplir de manera oportuna con el pago corriente
de sus obligaciones. Al igual que en la legislación alemana antes mencionada, los asociados
minoritarios de cualquiera de las sociedades pertenecientes al grupo empresarial que hubieren sufrido
perjuicios como consecuencia de cualquiera de las operaciones conflictivas en cuestión tendrán
derecho a ser indemnizados por la sociedad en que son asociados.

iv. Aplicación del postulado de la autonomía contractual en la regulación
privada de la responsabilidad de los administradores

El último postulado que orienta la regulación sobre los administradores sociales en el proyecto de
reforma está relacionado con la libertad contractual para definir las relaciones entre asociados y
administradores. Las reglas tradicionales se han caracterizado por una gran rigidez en la regulación
de los beneficios que pueden conferírseles a los administradores, mediante estipulación en el contrato
social. Ciertamente, el carácter de orden público de las disposiciones sobre la materia ha imposibilitado
los arreglos voluntaríos para limitar los riesgos en que han de incurrir los gestores de la empresa social.
El artículo 200 del Código de Comercio -cuya derogatoria se propone en el proyecto-, establece el
principio obtuso conforme al cual, no puede limitarse la responsabilidad de los administradores. La
regla es tan drástica que llega al extremo de considerar ineficaces las estipulaciones en las que se 1

consagren tales limitaciones. El resultado práctico de disposiciones tan forma rigidas no tia sido
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halagüeño en hipótesis en las que es necesario crear mecanismos de indemnidad para los
administradores. Asi, por ejemplo, en hipótesis de conflicto intrasocietario, cuando existe alto riesgo
de acciones legales en contra de los gerentes o miemlJros de junta directiva, se impone la necesidad
de conferirles inmunidad, a lo menos respecto de damandas interpuestas por los asociados. Sin
embargo, la prohibición antes aludida imposibilita la creación de indispensables mecanismos de
protección para los administradores. La consecuencia obvia de estas previsiones normativas no es
otra que la de crear un entorno de intimidación para los administradores en el que la asunción de
riesgos se convierte en una cictividad sujeta a sanciones y severos avisos penales. Por lo demás, es
evidente que una regulación de naturaleza hnperativa en esta materia da lugar a altos costos para la
sociedad, puesto que las personas necesarias para llevar a cabo las labores gerenciales en las
compañías exigirán que se refleje en su remuneración el alto riesgo que implica el ejercicio del cargo.
De ahí que en el proyecto se propongan varias estructuras de naturaleza contractual tendentes a
atenuar los riesgos inherentes al cumplimiento de las funciones de administración.

Para superar el problema planteado se proponen cuatro mecanismos de amparo a cargo de la
sociedad o los asociados. En primer lugar se propone la existencia de seguros de responsabilidad a
cargo de la sociedad. En segundo término, el reembolso de gastos de defensa (tanto en modalidad
potestativa como obligatoria, según la determinación judicial o administrativa que se profiera). Un
tercer mecanismo se refiere a la fijación de limites estatutarios en la cuantia de la responsabilidad. Por
último, se establece el principio según el cual, a menos que medie mala fe o violación del deber de
lealtad, los asociados pueden incluir cláusulas estatutarias mediante las cuales se exonere de
responsabilidad a los administradores, al menos frente a los asociados.

4. Capítulo cuarto. Acciones para impetrar la responsabilidad de 105 admínistradores

Una de las circunstancias que han sido objeto de observación empírica es la que se relaciona con la
inoperancia de la acción social de responsabilidad prevista en la Ley 222 de 1995. En los 20 años de
vigencia de ese estatuto no se conoce de ninguna acción de esta naturaleza que haya concluido en
sentencia definitiva. Uno de los problemas que ha podido identificarse para la escasa eficacia de este
procedimiento está dado, sin lugar a dudas, por la dependencia de la ley de las mayorías en la
asamblea como presupuesto para que la acción sea procedente. En un contexto de marcada
concentración de capital es evidente que quienes detentan esas mayorías son, normalmente, las
mismas personas que controlan la administración de las sociedades. En muchas ocasiones son,
incluso, los mismos individuos que ocupan las curules en la junta directiva y los cargos de
representación legal en la sociedad. De ahí que se presente un claro conflicto en el momento de
someterse a consideración del máximo órgano social la aprobación de una acción social de
responsabilidad en contra de los administradores. Conforme a la conocida teoría económica de los
problemas de agencia, no es razonable esperar una votación para que se lleve a cabo un
procedimiento judicial en contra de las mismas personas Que aprueban su iniciación. De allí Que no
haya sido procedente la acción social durante la vigencia de la Ley 222 de 1995.

La propuesta que se formula para hacer eficaces las protecciones que se les confieren a los asociados
cuando la compañía es perjudicada por la acción de los administradores, consiste en introducir un
nuevo mecanismo procesal denominado "acción derivada". Por medio de este procedimiento cualquier
accionista ouede intentar, en nombre de la sociedad, una demanda en contra de los adminislradores,. .
sin necesidad de someterse a la determinación mayoritaria en el máximo órgano social. De esta forma
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se pretende resolver el problema que se suscita con ocasión del conflicto de interés que suele existir
entre accionistas mayoritarios y administradores .

. Con el propósito de evitar que esla acción derivada se convierta en mero expediente intimidatorio en
contra de los administradores, se prevé también que quien inicie un proceso de esta naturaleza sin
que exista un propósito legitimo, se hará responsable de todos los gastos en que haya incurrido el
administrador para defenderse durante el proceso, incluidos los honorarios de abogado.

En síntesis, en el proyecto de reforma se propone mantener tres modalidades de acción judicial para
hacer valer la responsabilidad de los administradores. Se trata en primer lugar de la acción individual
de responsabilidad para aquellos casos en que el perjuicio haya sido sufrido directamente por el
demandante. En segundo término, se mantiene la acción social de responsabilidad, que podría tener
utilidad en el futuro, en particular, en aquellos casos en que la asamblea intente derivar la
responsabilidad de exadministradores de la sociedad o de administradores no vinculados con los
accionistas mayoritarios. Por último, se introduce la acción derivada para permitirle a cualquier
asociado actuar en nombre de la sociedad con el fin de que los administradores resarzan perjuicios
sufridos por ésta.

5. Capítulo quinto. Registro mercantil de las sociedades

Colombia ha sido pionero en la adopción de reglas jurídicas que faciliten la actuación de los
particulares por medios telemáticos, Desde hace casi dos décadas, se introdujeron a la legislación
nacional las pautas contenidas en la Ley Modelo sobre Comercio Electrónico de la UNCITRAL. En
efecto, la Ley 527 de 1999 fue uno de los primeros estatutos jurídicos latinoamericanos en darle
legitimidad a los mensajes de datos como medio probatorio reconocido por el ordenamiento legal. En
materia societaria también se dieron avances tempranos en la Ley 222 de 1995, que permitió la
celebración de asambleas, juntas directivas y otros cuerpos colegiados por medio de comunicaciones
electrónicas.

No obstante lo anterior, es necesario reconocer que en ciertos ámbitos de la actividad mercantil existen
aún rezagos en la adopción de las tecnologías de la información. En la época actual no existe
justificación alguna para que subsistan trámites que requieran soporte documental físico. Menos
razonable aun es que se exija la presencia de los individuos para asuntos que podrían realizarse en
linea.

Es indudable que las cámaras de comercio han cumplido una destacada labor en el ámbito del
Registro Mercantil. Su actividad, a lo largo y ancho del país, ha permitido la formalización de cientos
de miles de empresarios. Con todo, es evidente que hace falta una modernización de esta relevante
labor para que los medios electrónicos de registro puedan ponerse a disposición del público, de
manera que todos los trámites relacionados con las sociedades se puedan cumplir en linea. Tanto la
constitución de la sociedad, como las reformas estatutarias y la designación y remoción de
funcionarios deben ser susceptibles de registro por medios telemáticos. Así mismo, se propone que la
certificación de todas las circunstancias relacionadas con la creación, funcionamiento y extinción de
la sociedad que, conforme a la ley, están sujetas a registro, se cumpla electrónicamente, sin necesidad
de la presencia de los interesados.

14



A fin df, facilitar el proceso de inscripción de actos societarios :;ujetos a escritura pública el proyecto
prevé, ele igual manera, la obligación a cargo de los notarios de disponer de~istemas olectrónicos,
mediante'los cuales sea factible el otorgamiento y expedición de,copias auténticas de los iilstrumentos
notariales sujetos a registro mercantil.

Otro dé los aspectos en que es necesario avanzar es el que se relaciona con la mulliplicidad de
trámites que deben cumplirse para constituir una sociedad. En el índice relativo al clima de negocios
que lleva el Banco Mundial (Doing Business 2015), Colombia ocupa el puesto 84 entre 189 paises.
Según esta información, se requiere cumplir ocho procedimientos que se llevan a cabo, en promedio,
en un término de 11 dias. Dentro de estos trámites se encuentran no solo los relativos al registro
mercantil, sino también los que tienen que ver con la obtención de la identificación tributaria, las
inscripciones ante los fondos de pensiones y cesantias, cajas de compensación familiar, empresas
prestadoras de salud y riesgos profesionales, entre otros. De ahi que resulte engorroso para los
particulares culminar estos procedimientos en un lapso razonable. Además, es evidente que estos
notorios costos de transacción representan obstáculos significativos para la constitución de las
sociedades y dificultan el acceso a la formalidad.

El propio Banco Mundial ha propuesto que se simplifiquen los procesos de creación de las compañias
por medio de un sistema unificado en el que el empresario pueda cumplir todos los trámites en una
sola "ventanilla" (sistema conocido como One Stop shop, en la terminología anglosajona). Por lo tanto,
se propone en el proyecto de reforma que la creación de sociedades pueda realizarse por medio del
sistema de la ventanilla única empresarial, en virtud de la cual se simplifique el trámite, de modo tal
que la multiplicidad de registros puedan cumplirse en un solo momento, en la forma más económica
posible.

Por último, se prevé en el proyecto que el Gobierno habrá de reglamentar la manera en que deberán
cumplirse los registros y certificaciones telemáticas a que se ha hecho referencia, asi como la forma
en que habrá de funcionar la Ventanilla Única Empresarial dentro de los seis meses siguientes a la
vigencia de la ley que se expida.

6. Capítulo sexto. Reformas a las facultades de la Superintendencia de Sociedades

La actividad de la Superintendencia de Sociedades tiene la mayor relevancia para la adecuada
aplicación de las normas de Derecho Mercantil Societario. Las diversas facultades administrativas y
jurisdiccionales que le han sido conferidas a esta entidad se han convertido en el principal mecanismo
para la resolución de conflictos entre los administradores y asociados.

Aunque las facultades jurisdiccionales en cabeza de la Superintendencia de Sociedades tienen una
tradición de más de cuatro décadas, solo a partir del advenimiento de las normas sobre la SAS pudo
estructurarse una polilica interna para el desarrollo de estas atribuciones dentro de la entidad
mencionada. Las reglas supletorias previstas en esa normativa permitieron, en efecto, que todos los
conflictos que se suscitaran con ocasión de la creación y el funcionamiento de las sociedades
simplificadas pudieran ser resueltas ante la Superintendencia por el trámite del proceso verbal
sumario. Posteriormente, ia ley del Plan Nacional de Desarrollo de 2010 a 2014 (Ley 1450 de 2011)
incorporó normas que permitieron ampliar el ámbito de competencia de la referida entidad, de manera
que cualquier conflicto intrasocietario pudiera ser resuelto ante ese despacho, ind'!,endientemente
del tipo de sociedad de que se tratara. Esta innovación puso de relieve la impo tancia de esta
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jurisdicción, cuya capacidad decisoria se ha ampliado hasta el punto de poder reso:ver conflictos,
incluso en hipótesis de sociedades de capital abiertas.

Tradicionalmente, la. atribución de facultades jurisdiccionales a entidades de la Rama Ejecutiva
nacional ha causado cierta perplejidad en los más ortodoxos observadores del sistema jurídico. Sus
preocupaciones, válidas desde una perspectiva estrictamente teórica, han resultado ínfundadas en la
práctica de la Superintendencia de Sociedades. La imparcialidad, celeridad y calidad técnica que .
puede apreciarse en todo el proceso jurisdiccional que se cumple en esta entidad permiten desvirtuar
los temores que en alguna época se suscitaron ante la actuación del novedoso tribunal de conflictos
empresariales.

La evolución de esta jurisdicción, sumada a las importantes facultades administrativas en cabeza de
la Superintendencia, justifican esfuerzos de actualización normativa para mantener la eficacia en el
ejercicio de estas elevadas funciones públicas. Por ello, se propone la inclusión de un capitulo dentro
del proyecto de ley, mediante el cual se pretende poner al dla las facultades de la Superintendencia
de Sociedades para que algunos de los mencionados procedimientos puedan dotarse de mayor
celeridad y eficacia.

En primer término, se reitera el principio en virtud del cual, la Superintendencia de Sociedades tendrá
facultades jurisdiccionales para resolver las controversias relacionadas con la interpretación y
aplicación de las normas de Derecho Societario, incluidas en las diversas leyes que se refieren a ese
asunto. Se aclara, asi mismo, que la entidad será competente para ejercer estas facultades aunque

.Ias partes en litigio no ostenten la calidad de asociados o administradores en el momento de
presentarse la demanda. Además, se insiste en la orientación introducida en la Ley 222 de 1995, en
el sentido de que el trámite para adelantar estos asuntos será el del proceso verbal sumaría.

De otra parte, con el propósito de reducir las autorizaciones previas respecto de trámites societarios,
en el proyecto se faculta a la Superintendencia para expedir regimenes de autorización general. Esta
atribución se orienta a que la entidad defina los criterios que sean pertinentes para evitar trámites
innecesarios, sin mayor relevancia en el ámbito económico, que puedan representar, en la práctica,
meros costos de transacción. A manera de ejemplo, la Superintendencia podría exonerar de
autorizaciones previas sobre trámites de fusiones y escisiones, con fundamento criterios tales como
el monto de activos, la existencia de altos grados de endeudamiento o de riesgos sectoriales
específicos, etc.

Ahora bien, con el propósito de simplificar el ejercicio de las facultades que le asisten a la
Superintendencia una vez que una compañía ha sido sometida al grado de fiscalización denominado
control, se propone un sistema en el que se definen a priori cuáles de las solicitudes de autorización
a que alude el articulo 85 de la Ley 222 de 1995 deben ser cumplidas por la sociedad controlada. Para
este efecto, en el mismo acto administrativo en que se profiere la declaratoria de control se instruye a
la sociedad concerniente para que actúe de conformidad con las previsiones indicadas.

Por lo demás, se prevé la posibilidad de que la Superintendencia declare la disolución y ordene la
liquidación de compañias en aquellos casos en que se haya comprobado la existencia de violaciones
a la ley o:a los estatutos, cuya gra~edad implique afectaciones al orden público económico. En este
caso, se prevé también que la Superintendencia tenga la facultad de designar al liquidador para que
adelante el proceso'correspondient~.
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7,' Capítulo' séptimo. Pmcedimiento ;¡dministrativo sancionatorío de la
Superintendencia de Sociedades

En este capítulo se intenta redefinir algunas de las facultades de inspección, vigilancia y control, bajo
pautas contemporáneas y adecuadas a las necesidades de fiscalización. Se recomienda, por lo tanto,
un nuevo procedimiento de investigaciones aciministrativas más rápido y moderno, acompañado de
un régimen sancionatorioadecuado a los tiempos que corren. Esta propuesta obedece a la
observación emplrica que demuestra que en flluchos de los procedimientos actuales hay un rezago
significativo. Se trata de evitar que importantes facultades de fiscalización se conviertan en trámites
burocráticos sin mayor relevancia práctica y minimo impacto social o económico. Se propone, por lo
tanto, que algunos de estos procedimientos puedan cumplirse en audiencias verbales, de manera que
el asunto se resuelva con la mayor celeridad. Para el efecto, las normas incluidas en esta iniciativa
prevén que una vez que se presente una solicitud de investigación administrativa, la Superintendencia
pueda citar a los investigados, a fin de que rindan sus explicaciones en forma verbal y presenten las
pruebas que pretendan hacer valer, de manera tal que la determinación pueda adoptarse,
preferiblemente, en el curso de la audiencia.

Por lo demás, se considera indispensable incrementar el monto de las sanciones, debido a que en la
actualidad son de muy escasa cuantía. En efecto, conforme a la Ley 222 de 1995, el monto máximo
de las multas que la Superintendencia puede imponer por violación a las disposiciones societarias es
de 200 salarios minimos mensuales vigentes. Como complemento de lo anterior, se proponen también
criterios de graduación para que el sistema funcione bajo pautas adecuadas y equitativas. Lo que se
intenta no es, desde luego, un régimen meramente represivo frente a la actividad de las sociedades.
Se trata, más bien, de que las facultades de fiscalización que le han sido asignadas a la
Superintendencia puedan ejercerse adecuadamente. Asi mismo, se intenta que las normas de
Derecho Societario alcancen un mayor grado de aplicación práctica, debido al efecto disuasorio que
tienen las sanciones pecuniarias.

B. Capítulo octavo. Opresíón de asociados minoritarios

Como complemento de las reglas previstas en materia de abuso del derecho, se sugiere la inclusión
de un régimen adicional denominado "opresión de accionistas minoritarios". En virtud de este sistema
-inspirado en la legislación británica en materia de daños injustificados (unfa;r prejud;ce), se define la
opresión como aquel conjunto de conductas concatenadas tendentes al menoscabo de los derechos
que le corresponden a los accionistas minoritarios conforme a la ley. Cualquier afectado por esta clase
de conductas podria, por lo tanto, acudir a la Superintendencia de Sociedades, para que la entidad,
en ejercicio de facultades jurisdiccionales, adopte las' medidas que correspondan a partir de un
catálogo de determinaciones previsto en el proyecto. Dentro de estas medidas SI, incluye,
evidentemente, el reembolso de la participación del asociado y, en casos extremos, la disolución y
liquidación de la sociedad.

J,
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Por todo :0 anterior, con el objetivo de reformar el régimen de sociedades para modificar aquellas
normas que requieren de una actualización por razones de obsolescencia o aquellas respecto de las
cuales se justifica un cambio de enfoque, se presenta a consideración del Honorable Congreso de la
República el ProyeGto de Ley "Por medio de la cual se establecen reglas en materia de sociedades y
se adoptan otras disposiciones".

Cordialmente,

(l/¿(
CECILIA ÁLVAREZ.CORREA GLEN
Ministra de Comercio, Industria y Turismo

i' _,-o
l' .<r 1
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PROYECTO DE LEY3Q
"Por medio de la cual se establecen reglas en materia de sociedildes y se adoptan otras

disposiciones"

CAPITULO I
Extensión de algunas de las reglas previstas en la Ley 1258de 2008 a los tipo, de sociedad

regulados en el Código de Comercio

Artículo 1°. Normas de aplicación automática. Les serán aplicables a las sociedades colectivas,
en comandita simple, en comandita por acciones, de responsabilidad limitada y anónima, de
manera inmediata y automática, las normas contenidas en los siguientes articulas de la Ley 1258
de 2008:

1. Articulo 5°, exclusivamente en cuanto tiene que ver con la posibilidad de que la
sociedad se cree por instrumento privado inscrito en el Registro Mercantil. Se
exceptúan de esta disposición los casos en que hayan de efectuarse aportes cuya
transferencia requiera escritura pública, conforme al parágrafo segundo de la misma
disposición.

2. Artículo 6°, respecto del control al acto constitutivo y sus reformas cuando no se
otorgue para el efecto escritura pública.

3. Articulo 15, sobre ineficacia de las negociaciones o transferenciasde participaciones
de capital efectuadas en contravención a las restricciones estatutarias.

4. Parágrafo del articulo 20, respecto de la posibilidad de incluir en la nota de
convocatoria para las deliberaciones de la asamblea o junta de socios, la fecha en
que habrá de realizarse una reunión de segunda convocatoriaen caso de no poderse
llevar a cabo la primera sesión, por falta de quórum.

5. Articulo 21, relativoal derecho de inspección y a la renunciaa la convocatoria, incluida
aquella que ocurra tácitamente, en aquellos casos en que los accionistas respecto de
quienes se omitió su convocatoria, asistan a la reunión.

6. Articulo 29, exclusivamente en cuanto tiene que ver con la posibilidad de efectuar
cualquier reforma estatutaria por documento privado inscrito en el Registro Mercantil.

7. Artículo 33, relativo a la fusión abreviada.
8. Artículo 42, sobre desestimación de la personalidad juridica de la sociedad.
9. Articulo 43, relacionado con el abuso del derecho.

Artículo 2°. Mecanismos que requieren reforma estatutaria aprobada por mayoria. Les serán
aplicables a las sociedades colectivas, en comandita simple, en comandita por acciones, de
responsabilidad limítada y anónimas, previa retorma estatutaria aprobada con ia mayoría prevista
en los estatutos o en su detecto en la ley para las modificaciones del contrato social, las normas
contenidas en los siguientes articulas de la l.ey 1258 de 2008:

,1 I

1. Numeral 4 del Artículo 5°, en cuanto se relaciona con la posibilidad de establecer un
término indefinido de d'Jración.

2. Numeral 5 del Articulo 5°, en lo tocante a la posibilidad de pactar un objeto
indeterminado. Se eXCE¡ptúande lo previsto en esta norma las sociedades respecto
de las cuales se exija legalmente la estipulación de un objeto exclusivo.

3. Artículo 24, CO,lel propósito de permitirles a los asociados pactar en los estatutos
sociales una cláusula c'Jnforme a la cual se acogen total o parcialmente al régimen
allí regulado. .
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4. Artículo 25, exclusivamente en cuanto se refiere a la posibilidad de prescindir de los
suplentes en la junta directiva de la sociedad.

"

Articulo 3°. Mecanismos que pueden ser adoptados en las sociedades anónimas y en comandita
por acciones, mediante reforma estatutaria aprobada por mayorla. Les serán aplicables a las
sociedades anónimas yen comandita por acciones, previa reforma estatutaria aprobada con la
mayorla prevista en los estatutos b en su defecto en la ley para las modificaciones del contrato
social, las normas contenidas en los sl¡IUlentesarticulas de la Ley 1258 de 2008:

; I

1. Artículo 9°, en cuantd alude a la posibilidad de establecer ia suscripción y pago del
capital en condiciones, proporciones y plazos distintos de los contemplados en el
Código de Comercio para ias 'sociedades anónimas,

2. Artículo 12, en lo tocahte a la viabilidad de transferir acciones emitidas por la sociedad
a una fiducia mercantil.,

Articulo 4°. Mecanismos que requieren reforma estatutaria aprobada por unanimidad. Les serán
aplicables a las sociedades colectivas, en comandita simple, en comandita por acciones, anónimas
y de responsabilidad limitada, previa reforma estatutaria, aprobada con el voto unánime de la
totalidad de los asociados, las normas contenidas en los siguientes articulas de la Ley 1258 de
2008:

1. Articulo 18, en lo relativo a la posibilidad de realizar reuniones del máximo órgano
social por fuera del domicilio principal de la sociedad, aunque no se cuente con
quórum universal.

2. Articulo 19, en lo tocante a la posibilidadde establecer condiciones para las reuniones
por comunicación simultánea o por consentimiento escrito diferentes de los previstos
en los articulas 19 a 21 de la Ley 222 de 1995.

3. Artícuio 20, en cuanto establece términos abreviados para la convocatoria a las
reuniones del máximo órgano social.

4. Articulo 22, en lo relacionado con la posibilidad de configurar el quórum de la
asamblea o junta de socios con la presencia de uno o varios asociados que
representen cuando menos la mitadmás una de las acciones, cuotas o partes en que
se divide el capital social y configurar la mayoría decisoria mediante el voto singular
o plural de asociados que representen cuando menos la mitad más una de las
acciones, cuotas o partes de interés presentes en la reunión.

5. Articulo 23, en cuanto se refiere al fraccionamiento de voto. Esta norma no les será
aplicable a las sociedades colectivas.

6. Articulo 38, respecto de la posibilidad de prescindir de la aplicación de alguna o
algunas de las normas que a continuación se indican:
a) Artículo 155 del Código de Comercio, relacionado con la imposibilidad de repartir

utilidades en proporciones inferiores a las previstas en esa norma.
b) Articulo 185 del Código de Comercio, en cuanto prohíbe 11 los administradores y

empleados de una sociedad la representación de participaciones de capital en
reuniones de asamblea o junta de socios, así como la votación de balances y
cuentas de fin 'de ejercicio.

e) Articulo 435, r~lativo a la prohibición para elegir juntas directivas en donde se
configure una mayoría de personas vinculadas por parentesco.

d) Articulo 454, rélacionado con la imposibilidad de repartir utilidades en porcentajes
inferiores a ios'previstos en esa norma. '

7. Articulo 39, relativo a la exclusión de asociadcs.
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Articulo 5°. Mecanismos que requieren reforma estiitutaria aprobada por unanimidad en
sociedades anónimas y en comandita ¡lar acciones. Les serán ~,plicables a las socíedades
anónimas y en comandita por accíones, previa reforma est;¡tutaria, aprobada con el voto unánime
de la totalidad de los accíonistas, los siguientes articulas de la Ley 12SBde 200B:

1.
2.

" : 3.

4.

5.
6

Articulo 10, en lo relativo a la creación de diversas clases y series de acciones.
Articulo 11, respecto de la posibilidad de pactar en los estatutos el denominado voto
múltiple.
Artículo 13, en lo tocante ai establecimiento de restricciones a la negociación de
accíones.
Articulo 14, en cuanto atañe a las autorizaciones previas para la transferencía de
accíones.
Articulo 16, en materia de cambio de control en la socíedad accíonista.
Artículo 25, en lo referente a ia posibilidad de establecer métodos diferentes ai del
cuociente electoral para la eleccíón de la junta directiva.

Artículo 6°. Adopción ex novo de ciertos mecanismos en sociedades coiectivas, en comandita
simple y de responsabilidad limitada. A las sociedades de nueva creación de los tipos de la
colectiva, en comandita simple, y de responsabilidad limitada les serán aplicables las previsiones
contenidas en los articulas 1°, 2° Y4° de esta ley.

Articulo 7°Adopción ex novo de ciertos mecanismos en las sociedades por acciones reguladas en
el Código de Comercio. A las sociedades de nueva creacíón de los tipos de ia anónima y en
comandita por accíones, les serán aplicables las previsiones contenidas en los artículos 1°a 5° de
esta ley.

Artículo BO. Exclusión de sociedades sujetas la vigifancia de la Superintendencia Financiera. Lo
previsto en este Capitulo no le será aplicable a las sociedades que estuvieren sujetas a la
inspección, vigilancía o control de la Superintendencía Financiera.

Por lo tanto, cuando una sociedad hubiere quedado sujeta a la inspección, vigilancia o control de
la mencíonada Superintendencia, quedarán en suspenso todas aquellas disposiciones que,
conforme a lo previsto en este Capítulo, se hubieren pactado en sus estatutos. En este caso, ias
reglas aplicables a la sociedad serán las normas estatutarias vigentes con anterioridad a las
reformas del contrato social mediante las cuales se hubieren incluido las disposicíones
provenientes de la Ley 12SBde 200B.

CAPiTULO 11

REFORMAS A LA SOCIEDAD PORACCiONES SIMPLIFICADA,.

Articulo 9°. Exención de requisitos I"gales. En aquellas sociedades por acciones simplificadas
unipersonales en las que una persona notural sea el único accíonista y ocupe, asi mismo, el cargo
de representante legal de la socíedad no ser~ obligatorio realizar reuniones ordinarias de la
Asamblea, ni designar revisor fiscal, ni preparar el informe de gestión conforme al artículo 45 de
la Ley 222 de 1995.

En todo caso, deberán prepararse los ustados financieros de fin de ejercicio y llevarse libros de
contabilidad conforme a lo previsto en las normas legales vigentes.
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Articulo 10. Actividades que pueden acc1meterlas sociedades por acciones simplificadas. El tipo
de la sociedad por acciones simplificada podrá ser adoptado para acometer cualquier actividad de
explotación económica, con excepción de aquelias para las cuales se requiera autorización previa
de la Superintendencia Financiera. Tampoco podrán adoptar este tipo las sociedades cuyas
acciones u otros titulos estén inscritoseIl el Registro Nacional de Valores y Emisores.

Articulo 11. Inscripción de la situación de control en sociedades por acciones simplificadas
unipersonales. Cuando se presente par,! inscripción en el Registro Mercantil la constitución de una
sociedad por acciones simplificada en la que el único accionista sea una persona natural, las
Cámaras de Comercio procederán a inscribir oficiosamente a tai persona como como controlante
de la sociedad, en los términos previstos en el articulo 30 de la Ley 222 de 1995. La referida
inscripción no se efectuará en aquelios casos en que el accionista único manifieste por escrito, en
documento físico o electrónico, dirigido a la Cámara de Comercio que no ejerce el control sobre la
sociedad. En el mismo escrito deberá manifestar el fundamento de su declaración.

CAPITULO Iii
RESPONSABILIDAD DEADMINiSTRADORES

Articulo 12. Administradores. Son administradores:

1. El representante legal, salvo que sus funciones sean exclusivamente de
representación judicial.

2. Los miembros de juntas directivas.
3. Los factores de estabiecimientos de comercio.
4. El liquidador.
5. Todas aquelias personas que ejerzan funciones en la alta gerencia de las sociedades,

taies como el presidente, el gerente, los vicepresidentes, ios subgerentes y el
tesorero.

6. Las personas que sean denominadas como administradores en los estatutos sociales.
7. Los miembros de comités u otros cuerpos colegiados que cumplan funciones de

administración, conforme al acto que hubiere ordenado su creación.

Parágrafo primero. Quienes desempeñen el cargo de suplente de cualquiera de las anteriores
personas responderán solamente en razón del ejercicio de las funciones propias del cargo, de
manera que mientras no actúen, estarán exentas de responsabilidad.

Parágrafo segundo. La inscripción en el Registro Mercantil de la renuncia al cargo de administrador
implicará la cesación del cargo. En consecuencia, a partir de dicho registro, quedarán relevados
del cumplimiento de sus funciones. En todo caso, quienes hubieren inscrito su renuncia, seguirán
siendo responsables por las actuaciones cumplidas con anterioridad a la fecha en que se inscriba
su renuncia.

,
Articulo 13. Administradores de hecho. Las personas naturales o juridicas que, sin ser
administradores, se inmiscuyan en una actividad positiva de gestión, administración o dirección de
la sociedad, incurrirán en las mismas responsabilidades y sanciones aplicables a aquelios,
conforme a la ley.

Artículo 14.Deber de cuidado. El administrador deberá cumplir sus funciones con la diligencia que
una persona prudente juzgaria razonable a ia luz de las circunstancias propias de cada decisión.
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Artículo 15, Deber de lealtad, Las actuaciones de los administradores deberán cumplirse siempre
en función de los mejores intl'reses de la sociedad,

En cumplimiento del deber de iealtad, los administradores deberán:

1. Guardar y proteg,erla reserva comercial e industrial de la sociedad.
2. Abstenerse de utilizar indebidamünte inform3ción privilegiada.
3. Dar un trato equitativo a todos lo¡; asociadm;.
4. Abstenerse de participaren actos o negocios respecto de los cuaies exista un conflicto

de interés, salvo que se cumpla el procedimifmto previsto en el artículo 21 de esta ley.
5. Abstenerse de participar en actos o negocios que impliquen competencia con la

sociedad y de tomar para sí oportunidades de negocios que le correspondan a elia,
salvo que se cumpla el procedimiento previsto en el articulo 25 de esta ley.

Artículo 16. Responsabifidad de los administradores. Los administradores responderán
solidariamente ante la sociedad, los asociados y terceros, por los perjuicios derivados de las
actuaciones u omisiones en las que medie dolo, mala fe o violación de sus deberes.

Estarán exentos de responsabilidad aquellos administradores que no hubieren participado en la
acción de la que surgiere el perjuicio.

Para juzgar la responsabilidad de los administradores, no se tendrán en cuenta las reglas de
graduación de la culpa previstas en el artículo 63 del Código Civil.

Articulo 17, Deferencia al criferio empresarial de los administradores. Los jueces respetarán el
criterio adoptado por los administradores en la toma de las decisiones relacionadas con el ejercicio
de su cargo, siempre y cuando que tales determinaciones correspondan a un juicio razonable y
suficientemente informado. Por lo tanto, a menos que se compruebe la mala fe o la violación de la
ley o de sus deberes, los administradores no serán responsables por los perjuicios que se originen
en sus decisiones de negocios.

Artículo 18. Recomendaciones emitidas por comités. Sin perjuicio de lo previsto en el articulo
anterior, los administradores tampoco serán responsables por los perjuicios que se originen en
una decisión adoptada, de buena fe, con fundamento en una recomendación proferida por un
comité de reconocida idoneidad técnica e independencia, elegido por la junta directiva, la
asamblea general de accionistas o la junta de socios. Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad
que pudiere endilgárseles a los miembros del comité.

En todo caso, la exoneración de responsabilidad no será proceden~ecuando se compruebe la
mala fe o la violación de la ley o del deber de lealtad.

Articulo 19. Conflictos de interés. Habrá conflicto de interés cuando:

1. El administrador o una persona a él vinculada participe en cualquier acto o negocio
en que sea parte la sociedad en que ejerce sus funciones o sus subordinadas.

2. El administrador o una persona a él vinculada tellga un interés económico sustancial
en cualquier acto o negocio en que sea parte la s(lciedad en que ejerce sus funciones
o sus subordinadas.
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Parágrafo primero. Se entenderá que existe un interés económico sustancial cuando medien
respecto de una determinada operación, prerrogativas económicamente apreciables que puedan
comprometer el criterio e1eiadministrador.y su independencia para la toma de las decisiones
concernientes.

Parágrafo segundo. Para efecto> de definir el conflicto de interés se excluirán los actos de
consumo en que participe la soci¡,dad.

Articulo 20. Personas vinculadas. Para los efectos del articulo 19 de esta ley se entenderá que
son personas vinculadas al administrador las siguientes:. .

1. El cónyuge o compañero permanente del administrador o las personas con análoga
relación de afectividad.

2. Los parientes del administrador, de su cónyuge o de su compañero permanente,
dentro del cuatro grado de consanguinidad, así como los cónyuges y compañeros
permanentes de tales parientes.

3. Las sociedades en las que el administrador o cualquiera de las personas
mencionadas en los numerales anteriores detenten la calidad de controlantes,
conforme al articulo 260 del Código de Comercio.

4. Las sociedades en las que ocupe simultáneamente el cargo de administrador.
5. Los patrimonios autónomos en los que el administrador sea fideicomitente o

beneficiario y tenga un interés sustancial; y
6. Aquellas personas naturales o juridicas que ejerzan conforme al articulo 260 del

Código de Comercio, el control sobre la sociedad en la que el administrador cumpla
sus funciones.

Articulo 21. Autorización en casos de conflicto de interés. En caso de presentarse un conflicto de
interés, el administrador no podrá en ningún caso participar en el acto o negocio respectivo a
menos que se cumpla el siguiente procedimiento:

1. Si el administrador fuere representante legal, deberá convocar en forma inmediata a
la asamblea general de accionistas o junta de socios.

2. Si el administrador fuere miembro de la junta directiva o de cualquier órgano de
administración de naturaleza colegiada, deberá revelar la existencia del conflicto de
interés tan pronto como se presente, para que se convoque, de modo inmediato, a la
asamblea general de accionistaso junta de socios.

3. Si el administrador no fuere representante legal ni miembro de junta directiva, deberá
informarle al representante legal para que proceda conforme al numeral 1 de este
articulo.

4. En el orden del dia de la convocatoria correspondiente deberá incluirse el punto
relativo al análisis de ia situación respecto del cual se ha presentado el conflicto de
interéc. Durante !a rmm:ór. ce asamblea e lunta de scc:cs, e! adrr.:nistradcr deberá
suministrarles a los asociados toda la información relevante acerca del negocio.

Parágrafo primero. Si el acto o negocio se celebrare sin mediar la aludida autorización, cualquier
interesado podrá solicitar su nulidad absoluta, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el
administrador. Esta nulidad absoluta podrá sanearse, en los términos previstos en el articulo 1742
del Código Civil, siempre que se obtenga la autorización expresa de la asamblea, impartida de
conformidad con lo previsto en ei artículo 22 de esta ley.
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Parágrafo segundo. La circunstancia de que el administrador se ausente de la reunión
correspondiente o se abstenga de votar en ,ella no lo exonerará de darle cumplimiento al trámite
previsto en este articulo.

Artículo 22. Responsabilidad de los administradores en casos de conflicto de interés. La
responsabilidad de los administradores que participen en actos u operaciones afectadas por un
confli9to de interés se sujetará a IJS siguientes reglas:

1. Autorización plena. El administrador quedará exento de responsabilidad si obtiene la
autorización de la asamblea o junta de socios con los votos de ia mayoria de aquellos
asociados cuyo único interés en la operación sea aquel que deriva de su calidad de
asociado. Para etectos de calcular esta mayoria, deberán restarse los votos
correspondientes a los asociados que tengan algún interés en el acto u operación
diferente a aquel que deriva de su calidad de asociado.

2. Responsabilidad en casos de autorización impartida por asociados interesados. El
administrador será responsable si la autorización de la asamblea o junta de socios se
hubiere obtenido a partir de los votos emitidos por una mayoria configurada por
asociados que tengan un interés en la operación diferente de aquel que deriva de su
calidad de asociado. En este caso, los asociados interesados que hubieren impartido
la autorización responderán solidariamente por los perjuicios que sufran la sociedad
o sus asociados.

3. Carencia de autorización y nulidad absoluta del negocio. El administrador que no
hubiere obtenido la autorización o que la hubiere procurado de mala fe o con
fundamento en información incompleta o falsa, responderá por los perjuicios
generados a la sociedad o sus asociados o a terceros. En este caso, también podrá
solicitarse la nulidad absoluta del acto o negocio correspondiente.

Parágrafo. En aquellas sociedades que hubieren inscrito sus acciones en el Registro Nacional de
Valores y Emisores, la autorización plena a que alude el numeral 1 de este articulo también podrá
ser impartida por una mayoria de aquellos miembros independientes de la junta directiva que
carezcan de un interés en el acto u operación respectivo diferente a aquel que deriva de su calidad
de asociado.

Artículo 23. Operaciones entre sociedades matrices y subordinadas. La celebración de
operaciones entre sociedades matrices y subordinadas o entre subordinadas controladas por la
misma matriz o matrices se sujetará a las reglas previstas en los articulas 21 y 22 de esta ley.

Articulo 24. Operaciones en grupos empresariales, Entre las sociedades que pertenezcan a un
grupo empresarial inscrito en el Registro Mercantil conforme a lo previsto en el articulo 28 de la
Ley 222 de í995, podrim celebrarse contratos y negocIos en i0s que exisía coníiicio de interés,
sin sujeción a lo previsto en los articulas 21 y 22 de esta ley, siempre y cuando que se cumplan
las siguientes condiciones:

1. Que estén dentro del giro ordinario de los nego(,ios de la sociedad o 'que no
represente más del uno por ciento de los activos de la compañía participante en la
operación que tenga el menor monto de actillos,

2. Que se celebren a titulo oneroso.
3, Que las relaciones entre las dos entidades.que forman parte del grupo no den lugar
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a un desequilibrio financiero entre las sociedades participantes en la operación. Se
entenderá que existe desequilibrio financiero en aquellos casos en que, luego de
efectuada la apelación, ia mayoria dei pasivo de una de ias entidades esté
conformado por obligaciones con la otra entidad que participa en la operación.

4. Que no pongan en riesgo la capacida'd de la sociedad para cumplir de manera
oportuna con el pago corriente de sus obligaciones.

Al final del ejercicio deberá presentarse a consideración de la asamblea general de accionistas o
junta de socios el informe especial a que se refiere el articulo 29 de la Ley 222 de 1995, dentro dei
cual,' además de las menciones previstas en ia norma citada, deberá hacerse expresa mención de
todas aquellas operaciones celebradas al amparo dé lo previsto en este articulo.

Los asociados que no detenten el control de cualquiera de las sociedades pertenecientes al grupo
empresarial que hubieren sufrido perjuicios como consecuencia de cualquiera de las operaciones
conflictivas mencionadas en este articulo tendrán derecho a ser indemnizados por la sociedad en
que son asociados. En todo caso, si además del conflicto de interés se presentare opresión de
asociados, podrán invocarse las protecciones a que aluden los articulas 51 y 52 de esta ley.

Parágrafo. Cuando entre sociedades pertenecientes a un grupo empresarial debidamente inscrito
se celebren operaciones que no se ajusten a las reglas previstas en este articulo, deberá cumplirse
el procedimiento regulado en los artículos 21 y 22 de esta iey.

Articulo 25. Usurpación de oportunidades de negocio y competencia con la sociedad. Los
administradores no podrán participar en actos u operaciones que impliquen competencia con la
sociedad, ni tomar para sí oportúnidades de negocios que le correspondan a ella, a menos que
obtengan la autorización de la asamblea o junta de socios adoptada con los votos de la mayoria
de los asociados que carezcan de un interés en el negocio respectivo diferente a aquel que deriva
de su calidad de asociado.

Los administradores que incumplan lo previsto en este articulo responderán por ios perjuicios que
le ocasionen a la sociedad y los asociados.

Parágrafo. Se entenderá que una oportunidad de negocios le pertenece a la sociedad cuando
guarde relación con sus actividades de explotación económica.

CAPfTULO IV
ACCIONES PARA IMPETRAR LA RESPONSABiLIDAD DE LOS ADMINISTRADORES

Articulo 26. Acción social de responsabilidad. Cuando se trate de resarcir los perjuicios sufridos
por la sociedad como consecuencia de las actuaciones de los administradores, la sociedad podrá
demandar, mediante una acción social, la responsabilidad de aquellos, conforme a lo previsto en
el artículo 16 de esta lsy.

Para iniciar la acción social de responsabilidad deberá obtenerse la autorización de la asamblea
generala de la junta de socios.

Articulo 27. Acción derivada. Siempre y cuando que no se hubiere iniciado la acción social de
responsabilidad, cualquier asociado podrá impetrar la acción derivada para que se resarzan 10$
perjuicios sufridos por la sociedad como consecuencia de las actuaciones de los administradores.
En estos casos, la acción se presentará por el demandante a nombre de la sociedad.
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Los asociados podrán interponer la misma acción cuando se trate de evitar el acaecimiento-de un
perjuicio inminente para la sociedad.

Artículo 28. Legitimación para interponer la acción derivada. El demandante deberá haber tenido
la calidad de asociado en el momento en que ocurrieron los hechos u omisiones que dan lugar a
ia re,;ponsabilidad o haberla adquirido de manera posterior, por ministerio de la ley, como en ios
C<jsosde sucesión por causa de muerte o adjudicación en la liquidación de sociedades conyu,~ales.

Una vez admitida la demanda, el juez le notificará a la sociedad acerca de la existencia del
promso. Tanto la sociedad qUtl sufrió ios perjuicios como cualquiera de sus asociados podrán
actuar como intervinientes ad excludendum en el proceso iniciado a partir de la acción derivada.

En aquellas ~:ociedadesque hubieren inscrito sus acciones en el registro Nacional de Valores y
Emisores; el demandante deberá ser propietario de un número de acciones que represente cuando
menos el cinco por ciento del capital suscrito.

Artículo 29. Conciliación en acciones derivadas. Una vez iniciado el proceso por una acción
derivada, el desistimiento del demandante y la conciliación de las pretensiones, requerirán
autorización expresa del juez, quien deberá verificar la razonabilidad del desistimiento o de los
términos de la conciliación.

Articulo 30. Agencias en derecho en acciones derivadas. El juez decidirá acerca de la forma y
cuantía de las costas, dentro de las cuales podrá incluir los honorarios de los abogados, así como
su distribución entre las partes, de conformidad con las siguientes reglas:

1. El juez podrá ordenar que el demandante reembolse total o parciaimente los gastos
de defensa de los demandados cuando encuentre que el proceso fue iniciado o
tramitado sin una justificación razonable o con el propósito de perseguir un fin
ilegitimo.

2. El juez podrá ordenarle a la sociedad en cuyo nombre se hubiere presentado la acción
derivada que le reembolse al demandante sus gastos de defensa, total o
parcialmente, cuando en la sentencia se hubieren ordenado restituciones o
indemnizaciones a favor de ella. En este caso, ia sociedad podrá repetir en contra de
ios administradores declarados responsables, sin perjuicio de lo previsto en los
articuios 33 a 36 de esta ley.

Parágrafo primero. Para efectos de los reembolsos a que alude este articulo, el juez tendrá la
facultad de tasar la razonabilidad de los gastos de defensa que le corresponda pagar al
demandante o a la sociedad.

Parágrafo segundo. En cualquier momento del proceso, el juez podrá ordenar que se preste una
caüción para aseguiéií e: pago de :ús géiSt03 de defeíisa a que sa ref;era este artIculo.

Artículo 31. Pleito pendiente en acciones derivadas. Podrá proponerse la excepción de pleito
pendiente cuando la sociedad hubiere iniciado un proceso en el que se debatan pretensiones
similares a las formuladas por el asociado que presente la demanda correspondiente.

Artículo :12.Acción individual de responsabilidad. En aquellos casos en que se trate de resarcir le's
perjuicios sufridos directamente por un asociado o un tercero por razón de las actuaciones de los
administradores, los afectados podrán demandar la responsabilidad de aquellos conforme al
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articulo 16 de esta ley, mediante una acción individual, siempre y cuando que tales perjuicios no
correspondan a los que pueden exigirse mediante la acción derivada.

Articulo :J3. Prohibición de reembolso de gastos de defensa. Salvo disposición estatutaria en
contrario, un administrador no tendrá derecho a que se le reembolsen los gastos de defensa,
incluidos, los honorarios de abogados en que razonablemente hubiere incurrido cuando, en el
proceso ¡de responsabilidad de administradores en que se solicita el reembolso, Sfil hubiere
proferido en su contra una decisión en firme.

l:a sociedad no estará obligada, en ningún caso, a pagar tales gastos ni a indemnizar ;al
administrador cuando éste hubiere actuado de manera dolosa o de mala fe o hubiere recibido
cualquier beneficio económico indebido.

Articulo 34. Reembolso obligatorio. Toda sociedad deberá reembolsar los gastos de defensa,
incluidos los honorarios de abogados en que razonablemente hubiere incurrido un administrador
por razón de cualquier acción legal o demanda relacionada con el ejercicio de sus funciones,
siempre y cuando que se hubiere proferido a su favor una decisión en firme.

En caso de haber prosperado alguna de las pretensiones del administrador, se deducirá
porcentualmente del valor reembolsado el monto que corresponda a la pretensión en la que no
hubiere resultado victorioso.

Parágrafo. Cuando el juez le hubiere ordenado a un asociado demandante el reembolso de los
gastos de defensa de los administradores demandados, el demandante contará con 15 días para
efectuar el pago correspondiente. En caso de que el asociado no etectuare tal desembolso, la
sociedad procederá a efectuar el pago correspondiente y se subrogará como acreedor de la
obligación a cargo del asociado. Para el efecto, la sociedad podrá deducir las sumas pagadas de
las utilidades o cualesquiera otras sumas que le debiere al asociado.

Artículo 35. Exoneración de responsabilidad. En los estatutos sociales de cualquier compañia que
no esté inscrita en el Registro Nacional de Valores podrá estipularse que los administradores
estarán exentos de responsabilidad frente a la sociedad o sus asociados por cualquier perjuicio
que pudiere surgir de acciones u omisiones relacionadas con el ejercicio de sus funciones.
Alternativamente, podrá pactarse un límite cuantitativo respecto de la misma responsabilidad. En
todo caso, la exoneración de responsabilidad a que se refiere este artículo no será procedente
cuando el administrador hubiere incurrido en alguna de las siguientes conductas:

1.
2.
3.
4.
5.'

Recibido un beneficio económico indebido.
Actuado de manera dolosa.
Infringido el deber de lealtad.
Disp'.l9StOel reparto de utilidades en violación de las normas lega!es sobre el
particular.
Cometido un delito.

Articulo 36. Seguro de responsabilidad. Los administradores podrán disponer, con cargo a los
recursos de la sociedad, la adquisición de pólizas de seguros que amparen los riesgos inherentes
al ejercicio de sus cargos.
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.cAPiTULO V
Registro mercantil de I~s sociedades ,

Articulo 37. Registro mercantil eleclrónicil. Las Cámaras eleComercio deberán poner en marcha
sistemas telémáticos, compatibles con' la Ventanilla IJnica Empresarial, que permitan la
constitución, reformas estatutarias, tranSformación, fusión, escisión, disolución y liquidación,
registro del nombramiento o remoción di! representantes legales, juntas directivas y revisores
fiscales de las .sociedades. ¡

Articulo 38. Certificación electrónica de. existeni:ia y representación legal. Las Cámaras de
Comercio estarán obligadas a expedir certificaciónes de existencia y representación legal por
medio de sistemas telemáticos. Para este efecto, establecerán mecanismos técnicos para
asegurar la autenticidad de los certificados electrónicos que expidan.

; :

Articulo 39. Escrituras públicas electrónicas. Los notarios públicos dispondrán también de
sistemas telemáticos, compatibles con la Ventanilla Única Empresarial, que les permitan otorgar
y expedir copias auténticas de escrituras públicas cuando cualquiera de los trámites a que se
refiere el artículo 37 de ley requiera para su inscripción en el registro mercantil del otorgamiento
de un instrumento notarial, como en los casos de constitución de sociedades o reformas
estatutarias que conlleven la aportación o transferencia de bienes Inmuebles.

Articulo 40. Reglamentación de registros telemáticos. Dentro de los seis meses siguientes a la
entrada en vigor de esta ley, el Gobierno Nacional reglamentará la manera en que deberán
cumplirse las obligaciones contempladas en los articulas 37 a 40. Dentro del mismo lapso el
Gobierno reglamentará lo relativo al funcionamiento de la Ventanilla Única Empresarial, de manera
que exista la adecuada coordinación entre las diversas entidades públicas y privadas que tienen
relación con el trámite de constitución de las sociedades.

CAPíTULO VI
REFORMAS A LAS FACULTADESDE LA SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES

Articulo 41. Facultades jurisdiccionales en materia socielaria. La Superintendencia de Sociedades
tendrá facultades jurisdiccionales para resolver las controversias relacionadas con la interpretación
y aplicación de las normas de Derecho Societario, incluidas tanto las previstas en esta ley como
las contenidas en el Libro Segundo del Código de Comercio y en las Leyes 222 de 1995 y 1258
de 2008. La Superintendencia será competente para ejercer estas facultades aunque las partes
en litigio no ostenten la calidad de asociados o administradores en el momento de presentarse la
demanda.

En estos casos la competencia de la Superintendencia de Sociedades se ejercerá a prevención.

Las apelaciones a que hubiere lugar se tramitarán en la forma prevista en el parágrafo 2° del
artículo 24 del Código General del Proceso.
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Parágrafo. La Superintendencia de Sociedades podrá tramitar procesos en los que se debata la
inexistencia, ineficacia, inoponibilidad o nulidad de los negocio~Jjuridicos celebrados por 'una
compañia, siempre que éstos tengan una relación directa con la interpretación o;aplicación de
normas previstas tanto en esta ley como en el Libro Segundo del Código de Comercio, las Leyes
222 de 1995, 1258 de 2008 y 1429 de 2010. . .

• . l'

Articulo 42. Trámite procesal. Las demandas presentadas con fundamento en 'Ias facultades
jurisdiccionales que le han sido asign¡¡das a la Superintendencia de Soci~dades'en materiá de
Derecho Societario, incluidas las previs(asen el articulo anterior, en el Código General del Proceso. , .
yen las Leyes 1450 de 201,1,1258 de 2008 y446 de )998, se tramitarán por medio del proceso
verbal sumario. .

Artículo 43. Otras funciones de la Superintendencia de Sociedades. Agréguese el siguiente
parágrafo al articulo 84 de la Ley 222 de 1995:

'Para el ejercício de las facultades consignadas en los numerales 2, 7 Y 9 de este articulo, la
Superintendencia de Sociedades podrá establecer un régimen de autorización general, conforme
a los criterios que la entidad determine'.

Artículo 44. Control. En el acto administrativo mediante el cual se declare el control conforme al
articulo 85 de la Ley 222 de 1995, la Superintendencia de Sociedades podrá establecer cuáles de
las solicitudes de autorización a que se refiere esa norma deberá cumplir la sociedad sometida a
control. A falta de tal precisión, se entenderá que la sociedad quedará sometida a todas las
exigencias previstas en el referido articulo mientras dure dicho sometimiento a control.

Articulo 45. Disolución y liquIdación en casos de control. Agréguese el siguiente numeral al artículo
85 de la Ley 222 de 1995:

'9. Decretar la disolución y ordenar la liquidación de una sociedad cuando la Superintendencia de
Sociedades haya comprobado graves violaciones de la ley o los estatutos que atenten contra el
orden público económico. En este caso, la Superintendencia procederá, igualmente, a designar al
liquidador, quien no podrá ser removido por la asamblea general de accionistas o junta de socios,
salvo que medie autorización previa de la Superintendencia. Los honorarios del liquidador deberán
ser pagados por la sociedad a medida que se causen. Los saldos insolutos de los honorarios
tendrán la prelación legal que se le otorga a las obligaciones laborales dentro del proceso de
liquidación.

CAPíTULO VII
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO DE LA SUPERINTENDENCIA DE

I SOCIEDADES

Articulo 46. Del procedimiento administrativo sancionatorio de la Superintendencia de Sociedades.
La facultad administrativa sancionatoria de la Superintendencia de Sociedades sobre las personas
jurídicas o sucursales de sociedades extranjeras sometidas a su inspección, vigilancia o control,
sus asociados, cántrolantes, administradores, revisores fiscales, contadores, funcionarios o
empleados, se sujetará al procedimiento previsto en el Código de Procedimiento Administralivoy
de lo Contencioso Administrativo, s~lvo por las siguientes disposiciones especiales:

1. Cuando exístan indicios acerca del posible incumplimiento de las normas por cuya
aplicación debe velar la Superintendencia de Sociedades, la entidad lo citará a una
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audiencia con el propósito de definir si hay lugar a la imposición de sanciones. En
escrito adjunto a la citación se hará mención expresa de los hechos que han dado
iugar a la investigac;ón, las normas presuntamente infringidas, las pruebas 'lue
sustentan el concepto de la violación y las consecuencias que podrian derivarse para
el investigado en desarrollo de la actuación. En la misma citación se establecerá el
. iugar, fecha yhora para el inicio de la audiencia.

2. En desarrollo de la audiencia, se concederá el uso de la paiabra al investigado o a
quien lo represente, para que presente sus descargos, en desarrollo de lo cual podrá
rendir las explicaciones del caso, aportar o solicitar las pruebas que pretenda hacer
valfJr.Contra la decisión sobre las pruebas decretadas, aportadas o solicitadas sólo
procederá el recurso de reposición, que se interpondrá, sustentará y decidirá en la
misma audiencia. La decisión sobre el recurso se entenderá notificada en ese
instante.

3. Al término de la audiencia, la Superintendencia decidirá las medidas que fueren
pertinentes. Contra la decisión respectiva sólo procederá el recurso de reposición,
que se interpondrá, sustentará y decidirá en la misma audiencia. La decisión sobre el
recurso se entenderá notificada en ese instante.

4. El funcionario que presida la audiencia podrá suspenderla en cualquier momento
cuando, de oficio o a petición de parte, ello resulte necesario para allegar o practicar
pruebas que estime conducentes y pertinentes, o cuando por cualquier otra razón
debidamente sustentada, ello resulte necesario para el adecuado desarrollo de la
actuación administrativa. En todo caso, si se adoptare la suspensión, se señalará, asi
mismo, ia fecha y hora en las que la audiencia habrá de reanudarse.

5. Los terceros que hubieran formulado la queja o denuncia que hubiera dado lugar a la
actuación administrativa podrán intervenir en la misma.

Parágrafo. El procedimiento aqui estabiecido no se aplicará en el caso de infracciones al régimen
de cambios internacionales.

Articulo 47. Incumplimiento de órdenes. Cuando no se acredite oportunamente ante la
Superintendencia de Sociedades el cumplimiento de órdenes que hubiere impartido, le
corresponderá al destinatario acreditar las razones que justifican el incumplimiento dentro del
mismo plazo previsto para el cumplimiento de la orden. En caso contrario, la Superintendencia
impondrá la sanción correspondiente, sin necesidad de previo requerimiento o solicitud de
explicaciones adicionales. En el mismo acto señalará un nuevo plazo para acreditar el acatamiento
de la orden incumplida.

Contra los actos dictados en esta actüac;ón sólo plO~edaíáal recurso de ¡ap0s¡¡;ión.
I "

Artículo 48. Medidas cautelares en investigaciones administrativas y vIsitas. En el momento de
decretarse una investigación administrativa o visita a una sociedad o durante el curso de una
investigación, la Superintendencia de Soci"dades er.tará facultada para adoptar las medidas
cautelares que a continuación se indican:

1. La suspensión de administradores o revisores fiscales de sociedades.
2. Ordenarle a los administradores que se abstengan temporalmente de ejecutar una
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3.
4.

5.
.6.

orden proferida por la asamblea geneml de accionistas. junta de socios o junta
directiva.
La restricción para negociar acciones. cuotas o partes de interés de IJnasociedad.
La suspensión de procesos de emisión y colocación de acciones o de aumento de
capital en sociedades por cuotas o partes de interés.
La orden de suspender la determinación relativa a la disolución de una sociedad.
Cualquiera otra que fuere pertinente para evitar que SrJ cause un perjuicio a la
sociedad, los asociados o terceros.

1
Artículo 49. Sanciones. La Superintendencia de Sociedades podrá imponer las siguientes
sanciones a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos:

1. Multas sucesivas hasta de 2.000 salarios minimos legalesmensuales vigentes, si se
tratare de personas naturaies y de 100.000 salarios mínimos legales mensuales
vigentes, en el caso de personas juridicas.

2. Remoción de administradores, revisor fiscal o empleados.
3. Prohibición para ejercer el comercio hasta por 10 años, contados a partir de la

ejecutoria de la sanción.
4. Amonestaciones y sanciones pedagógicas convertiblesen multas.

Parágrafo. La Superintendencia de Sociedades podrá concederie beneficios a las personas
naturales o jurídicas que hubierenparticipado en una conducta que viole la ley o los estatutos, en
caso de que le informen a la entidad acerca de la existencia de dicha conducta o colaboren con la
entrega de información y de pruebas, incluida la identificación de los demás infractores, aun
cuando la Superintendencia ya se encuentre adelantando la correspondienteactuación.

1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la multa u otras
sanciones que podrían series impuestas.

2. La Superintendencia de Sociedades establecerá si hay lugar a la obtención de
beneficios y los determinará en función de la calidad y utilidad de la información que
se suministre, para io cual tendrá en cuenta los siguientes factores:
a) La eficacia de la colaboración en el esclarecimiento de los hechos y en la

represión de las conductas, entendiéndose por coiaboración con las autoridades
el suministro de información y de pruebas que permitan establecer la existencia,
modalidad, duración y efectos de la conducta, así como la identidad de los
responsables, su grado de participación y el beneficio obtenido con la conducta
ilegal.

b) La oportunidad en que las autoridades reciban la colaboración.

Articuio 50. Criterios de graduación de sanciones. Para efectos de graduar las multas, la
Superintendencia de Sociedades tendrá en cuenta los siguientes criterios:

1. La mayor o menor gravedad de la infracción.
2. La reincidencia en la comisión de ias infracciones.
3. La mayor o menor disposición de colaborar con la Superintendencia durante la

investigación.
4. La conducta procesal de la persona o personas durante la investigaciónque ha dado

lugar a la multa.
5. El patrimonio del infractor.
6. El daño económico que se le hubiere causado a la compañía o a terceros como
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consecuencia de la comisión dI! la infracción.
7. El beneficio obtenido por el infractor.
a. El grado de participación del infractor. j

CAPiTULO VIII
OPRESiÓN DE ASOCIADOS MINORITARIOS

Articulo 51. Concepto. Se entenderá por opresión de los asociados minoritarios el conjunto de
conductas concatenadas tendientes al menoscabo de los derechos que le corresponden a éstos
conforme a la ley. Se entenderá por asociado minoritario aquel que no detente el control sobre la
sociedad.

Artículo 52. Trámite judicial. La protección de los asociados afectados por opresión se tramitará
mediante demanda presentada ante la Superintendencia de Sociedades. Esta entidad ejercerá
funciones jurisdiccionales para estos efectos.

En la sentencia correspondiente, el juez podrá declarar probada la opresión, en cuyo caso podrá
ordenar las siguientes medidas, en el orden que se describe a continuación:

1. Las previstas en los artlculos 14 a 16 de la Ley 222 de 1995 relativas al reembolso
de la participación del asociado. Si dicho reembolso implicare una reducción de
capital, deberá dársele cumplimiento, además, a lo señalado en el articulo 145 del
Código de Comercio.

2. En caso de no ser posible el reembolso de la participación del asociado, conforme al
numeral anterior, la disolución y liquidación de la sociedad y el nombramiento del
liquidador.

Artículo 53. Vigencia y derogatorias. Esta ley rige a partir del momento de su promulgación y
deroga los articulos 200 del Código de Comercio, 22 a 25 de la Ley 222 de 1995, 32 de la Ley
1258 de 200a y todas las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

C1/¿;(/
CECILIA ÁLVAREZ.CORREA GLEN
Ministra de Comercio, Industria y Turismo

CAMARA UE REPRESENTANTES
SECRETARI; GENERAL

fJ día 12. de A~OdD del afto '2.015
Ha sido presentBdo en eite Despacho el

Proyecto de Ley~ Legi9lativo_

NO.O~ ' Co~JU correspondiente

EXPosici6n de motivos. Por
'\)m ttL\ \ ItA Al\v.te,- Cb1'ff&>. GIe",
MIIAIS\tJ:, ck (h.u{vtlo l!'I fvylS~
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